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Resolución Auto  

Número/Año 9/2026 

Dictada por Sala de Justicia 

Título Auto nº 9 del año 2026 

Fecha de Resolución 13/05/2026 

Ponente/s Excma. Sra. Dña. Elena Hernáez Salguero. 

Sala de Justicia Excma. Sra. Dña. Rebeca Laliga Misó.- Presidenta. 
Excma. Sra. Dña. María del Rosario García Álvarez.- Consejera.  
Excma. Sra. Dña. Elena Hernáez Salguero.- Consejera. 

Situación actual Firme 

Asunto: 
Recurso del art. 48.1 de la Ley 7/88, n.º 4/2026, interpuesto contra el Acta de Liquidación Provisional de fecha 29 
de enero de 2026, dictada en las Actuaciones Previas n.º 92/2025, del ramo de Sector Público Local (Ayuntamiento 
de Valmojado), Toledo. 
 

Resumen doctrina: 
Se desestima el recurso promovido por la representación de la actora pública contra el Acta de Liquidación Provisional 

dictada en las Actuaciones Previas, que declaró, de manera previa y provisional, que los hechos investigados no 

reúnen los requisitos establecidos en los artículos 49, 59.1 y 72 de la LFTCu. 

 

Los motivos de recurso pueden clasificarse en motivos que se refieren al fondo del asunto y  motivos por los que la 

recurrente sostiene que se le ha causado indefensión durante la tramitación de las Actuaciones Previas. 

 

En cuanto a los primeros, relativos a que el acta de liquidación niega la existencia y cuantificación de un daño 

económico, no pueden ser objeto del presente recurso especial y sumario por razón de la materia, que prevé el 

artículo 48.1 de la LFTCu según tiene reiteradamente establecido la doctrina de la Sala de Justicia. 

 

Respecto a los motivos por los que se alega indefensión también son desestimados por la Sala: 

 

Por la denegación de petición de suspensión del acto de la liquidación, habiéndose celebrado el mismo sin 

comparecencia de la actora pública o su representante. Consta que se notificó en forma a la recurrente la 

citación con traslado de las actuaciones, a efectos de que pudiera realizar alegaciones y comparecer al acto 

de la Liquidación Provisional. Consta igualmente acreditado que la representación procesal de la actora 

pública presentó escrito de alegaciones. En consecuencia, la incomparecencia fue motivada por una decisión 

propia y voluntaria de la recurrente. 

 

Por la falta de motivación del Acta de Liquidación Provisional, debe concluirse que los pronunciamientos del 

delegado instructor contenidos en el acta de liquidación impugnada se hallan suficientemente 

fundamentados, sin que, en consecuencia, pueda afirmarse que se ha vulnerado el derecho de defensa de la 

actora pública. 

 

Por instrucción insuficiente. De acuerdo, tanto con la doctrina de la Sala de Justicia sobre la materia, así como 

con el examen de las actuaciones se concluye que el Delegado Instructor ha realizado todas las diligencias 

que, a su juicio, han resultado necesarias para determinar, con carácter previo y provisional, que los hechos 

investigados en las Actuaciones Previas no reúnen los requisitos establecidos en los artículos 49, 59.1 y 72 de 

la LFTCu. 
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Todo ello, sin perjuicio del derecho que asiste a la recurrente a formular demanda ante el órgano 

jurisdiccional contable correspondiente. 

 

Síntesis: 
La Sala desestima el recurso interpuesto, sin imposición de costas. 
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AUTO NÚM. 9/2026      

En Madrid, a fecha de la firma electrónica 

La Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas, previa deliberación, ha resuelto dictar el siguiente: 

 

AUTO 

VISTO el recurso interpuesto al amparo del artículo 48.1 de la Ley 7/88, de 5 de abril de 

Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, contra el Acta de Liquidación Provisional de fecha 29 de 

enero de 2026, dictada en las Actuaciones Previas n.º 92/2025, que ha presentado el Letrado don 

Víctor Gallardo Palomo, en nombre y representación de la actora pública, doña C.R.L.  

 Ha sido Ponente la Excma. Sra. Consejera doña Elena Hernáez Salguero quién, previa 

deliberación y votación, expresa el parecer de la Sala de Justicia. 

I. ANTECEDENTES DE HECHO 

PRIMERO.- Mediante Acta de Liquidación Provisional dictada por el Delegado Instructor de las 

Actuaciones Previas n.º 92/2025, con fecha 29 de enero de 2026, se declaró, de manera previa y 

provisional, que los hechos no reúnen los requisitos establecidos en los artículos 49, 59.1 y 72 de 

la Ley 7/1988, de 5 de abril, de funcionamiento del Tribunal de Cuentas, para generar un presunto 

alcance. 

SEGUNDO.- Con fecha de 2 de febrero de 2026, se presentó escrito por el Letrado don Víctor 

Gallardo Palomo, en nombre y representación de la actora pública, doña C.R.L. , acompañado de 

varios documentos, por el que interpone recurso al amparo del artículo 48.1 de la Ley 7/88, de 5 

de abril de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas (en adelante, LFTCU), contra el Acta de 

Liquidación Provisional de fecha 29 de enero de 2026, dictada en las Actuaciones Previas n.º 

92/2025.  

TERCERO.- Mediante Diligencia de Ordenación de fecha 3 de febrero de 2026, la Letrada 

Secretaria de la Sala de Justicia procedió a dar cuenta de la interposición del referido recurso y a 

abrir el correspondiente rollo de la Sala, señalando que la misma quedaba formada por la 

Consejera de Cuentas Excma. Sra. Dña. Rebeca Laliga Misó, la Consejera de Cuentas Excma. Sra. 

Doña María del Rosario García Álvarez y la Consejera de Cuentas Excma. Sra. Dña. Elena Hernáez 
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Salguero, a quien también se nombró como ponente siguiendo el turno establecido; asimismo, 

procedió a dar traslado del recurso interpuesto a todos los citados al acto de la liquidación 

provisional, a fin de que pudieran formular las alegaciones que estimaran pertinentes. 

CUARTO.- Con fecha 4 de febrero de 2026, la representación procesal del Ayuntamiento de 

Valmojado presentó escrito formulando oposición al recurso y pidiendo su desestimación. 

QUINTO.- Asimismo, el Ministerio Fiscal presentó escrito de fecha 11 de febrero de 2026, 

impugnando el recurso interpuesto y pidiendo su desestimación. 

SEXTO.- Por Diligencia Ordenación de fecha 13 de febrero de 2026, la Letrada Secretaria de la 

Sala de Justicia resolvió pasar los autos a la Consejera ponente, lo que se efectuó materialmente 

mediante posterior diligencia de fecha 24 de febrero de 2026, una vez practicadas las oportunas 

notificaciones. 

SÉPTIMO.- La Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas acordó, mediante Providencia de 7 de abril 

de 2026, señalar para votación y fallo del presente recurso el día 6 de mayo de 2026, fecha en 

que tuvo lugar el acto. 

 En la tramitación de este recurso se han observado las prescripciones legales aplicables. 

II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 

PRIMERO.- La competencia para conocer y resolver este recurso corresponde a esta Sala de 

Justicia por expresa disposición de los artículos 48.1 y 54.2.d) de la LFTCu.  

SEGUNDO.- A continuación, se van a exponer, resumidamente, los motivos en los que se basa el 

recurso de doña C.R.L. por el que se impugna el Acta de Liquidación Provisional de fecha 29 de 

enero de 2026, dictada en las Actuaciones Previas n.º 92/2025.  

1º) Indefensión material derivada de la denegación de petición de suspensión del 

acto de la liquidación provisional formulada por la recurrente. A su juicio, al no haber 

podido comparecer el día en que se practicó la liquidación provisional, el contenido del 

acta de liquidación habría quedado sustancialmente condicionado por las alegaciones 

del Ayuntamiento de Valmojado.  
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En desarrollo de los anteriores argumentos, en el recurso se aduce que el acta de 

liquidación “incorpora una valoración sustantiva claramente alineada con la posición 

defendida por el Ayuntamiento de Valmojado, que fue la única parte comparecida. La 

lectura íntegra del acta evidencia que el relato fáctico y jurídico asumido por el 

Delegado Instructor reproduce de forma prácticamente literal los argumentos del 

Ayuntamiento, especialmente en lo relativo a la inexistencia de ingreso exigible, la 

negación del menoscabo y la pretendida neutralidad económico-financiera de la 

conducta municipal”; y que “el perjuicio concreto y efectivo se manifiesta en que la 

comparecencia se celebró en ausencia forzada de esta parte, y el acta resultante ha 

consolidado una determinada lectura de los hechos y del Derecho que condiciona de 

forma directa la instrucción posterior y la eventual decisión sobre la incoación del 

procedimiento jurisdiccional contable”. Finalmente, la recurrente concluye afirmando 

que “Aquí no se trata de una indefensión hipotética o meramente formal, sino de un 

menoscabo real del derecho de defensa, derivado de la imposibilidad de reaccionar en 

el mismo acto frente a afirmaciones que ahora aparecen incorporadas a un documento 

oficial del procedimiento”. 

2º) Falta de motivación en el acta de liquidación provisional, que asimismo genera 

indefensión al negarse la existencia y cuantificación de un daño económico, que la 

recurrente entiende “indiciaria y objetivamente acreditado” con la denuncia inicial y la 

documentación obrante en las actuaciones, por lo que, a su juicio, el instructor habría 

vulnerado su deber de practicar una instrucción completa. 

En desarrollo de este motivo, en el recurso se alega que “el Ayuntamiento ha 

soportado durante años un gasto cierto y cuantificable por depuración, sin ingreso 

compensatorio equivalente, circunstancia que constituye por sí misma un menoscabo 

efectivo, evaluable económicamente e independiente de cualquier debate 

contractual. Para constatar que no se ha ingresado nada por depuración, no es 

necesario interpretar el contrato concesional, como erróneamente sugiere el Acta de 

Liquidación Provisional: basta con comprobar la inexistencia de ingresos en la Hacienda 

municipal frente a la existencia de pagos acreditados, extremo que resulta objetivo, 

contable y verificable”; y, finalmente, se concluye en los siguientes términos: “la 

negativa del Acta a apreciar daño económico no se apoya en una valoración completa 



 
 

6 

y razonada del material existente, sino en una construcción defensiva que ignora datos 

numéricos ya aportados en la denuncia y documentación económica sobrevenida de 

especial relevancia. Ello desnaturaliza la función de las actuaciones previas, vulnera el 

deber de instrucción exhaustiva y genera una indefensión material, al cerrar 

prematuramente el análisis del alcance económico sin haber agotado las fuentes 

objetivas de cuantificación disponibles”. 

3º) Omisión de diligencias instructoras necesarias y, en consecuencia, instrucción 

insuficiente del procedimiento, generadora igualmente de indefensión material. En 

este sentido, en el recurso se aduce que “el Acta recurrida prescinde de diligencias 

objetivamente necesarias, como la incorporación y análisis de los expedientes 

administrativos completos relativos a la modificación y creación de ordenanzas fiscales, 

de los informes económico-financieros que cuantifican el coste real del servicio de 

depuración, y de la documentación contable acreditativa de los pagos realizados sin 

ingreso compensatorio equivalente. Esta omisión ha determinado que el acta no recoja 

adecuadamente ni el periodo afectado, ni la cuantía mínima del perjuicio, ni las 

circunstancias económicas concurrentes, privando a esta parte de una valoración 

fundada y contrastable”. 

Finalmente, en el presente motivo se concluye afirmando que “Por todo ello, el 

presente motivo no se apoya en una mera queja por insuficiencia abstracta de la 

instrucción, sino en la constatación de que la omisión de diligencias necesarias ha tenido 

un efecto material directo: la elaboración de un Acta de Liquidación Provisional que no 

recoge ni valora adecuadamente los hechos relevantes, la cuantía del presunto alcance 

ni las circunstancias económicas concurrentes, afectando de forma sustancial al 

derecho de defensa de esta parte”. 

TERCERO.- Por su parte, el Ministerio Fiscal ha impugnado el recurso de doña C.R.L. pidiendo su 

desestimación, en atención a las consideraciones que se resumen a continuación: 

1ª) En relación con el primer motivo alegado por la recurrente, el Ministerio Público 

aduce que su ausencia en el acto de la liquidación provisional no ha dado lugar a 

indefensión de ninguna clase. En este sentido, invoca la doctrina de la Sala de Justicia 

según la cual, para que pueda practicarse la liquidación provisional, no tiene carácter 
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preceptivo la asistencia de los sujetos citados a la misma. Además, añade que, en el 

supuesto de autos, la Sra.R.L. fue debidamente citada para poder asistir al acto de la 

liquidación provisional; que, en el momento de la citación, se le dio traslado de las 

actuaciones practicadas por el Delegado Instructor; y que presentó escrito de alegaciones 

a través de su representación procesal con anterioridad a la fecha de la liquidación 

provisional. Finalmente, el Ministerio Fiscal concluye afirmando que la no comparecencia 

de la recurrente no fue impuesta por el Delegado Instructor, sino que fue una decisión 

propia y voluntaria, por los motivos y consideraciones que ella estimó convenientes, por 

lo que, en ningún caso, puede fundamentar una supuesta privación de su derecho a la 

defensa. 

2ª) Respecto del segundo motivo planteado en el recurso de doña C.R.L. , el Ministerio 

Público alega que, realmente, la recurrente viene mostrar su disconformidad con las 

conclusiones alcanzadas por el delegado instructor, planteando una serie de cuestiones 

relativas al fondo del asunto, que no pueden ser alegadas en el recurso del artículo 48.1 

LFTCu, conforme a reiterada doctrina de la Sala de Justicia. En definitiva, el Ministerio 

Fiscal concluye que tampoco puede afirmarse que exista indefensión de ninguna clase 

por cuanto las conclusiones a las que llega el delegado instructor se hallan 

suficientemente fundamentadas y, además, en el acta se da adecuada contestación a 

las alegaciones escritas presentadas por la Sra.R.L. . 

3ª) En relación con el tercer motivo planteado en el escrito de recurso, el Ministerio 

Público manifiesta que tampoco se produce la pretendida “afectación sustancial al 

derecho de defensa” de la recurrente por cuanto, según consolidada doctrina de la Sala 

de Justicia, “únicamente cabe indefensión cuando sea notable una ausencia de 

investigación o de datos básicos que impida un pronunciamiento sobre el asunto. 

Circunstancia que no se da en el presente supuesto”. A lo anterior añade que, según esa 

misma doctrina, “los delegados instructores no tienen por qué realizar todas las 

diligencias que les propongan los intervinientes en las actuaciones previas si consideran 

que, con las ya realizadas, disponen de un análisis suficiente, aunque sea provisional, 

de los hechos denunciados y su imputación”. 
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 Finalmente, el Ministerio Fiscal concluye su escrito de impugnación del recurso de doña 

C.R.L. , afirmando que “independientemente de los pronunciamientos del delegado instructor con 

los que no se halla conforme la recurrente, lo cierto es que en un momento posterior ésta, si lo 

estima procedente, va a poder presentar demanda en reclamación de responsabilidad contable 

por los hechos objeto de investigación en las actuaciones previas, abriendo con ello la fase 

jurisdiccional y contradictoria en la que habrá de ventilar tal exigencia de responsabilidad. No 

habiéndose desequilibrado por ello su posición ni viendo mermadas de momento sus posibilidades 

de defensa”. 

CUARTO.- El Ayuntamiento de Valmojado también ha presentado escrito de oposición al 

recurso de doña C.R.L. pidiendo su desestimación, con fundamento en una única alegación por 

la que sostiene la conformidad a derecho del Acta de Liquidación Provisional, de fecha 29 de 

enero de 2026. En este sentido, tras realizar diferentes consideraciones que realmente afectarían 

al fondo del asunto, el ayuntamiento concluye señalando que “Afirmar la parte recurrente en su 

recurso que el Instructor no ha realizado un contraste ni contradicción real de las afirmaciones de 

ambas partes, es simplemente faltar a la verdad. Con todo, tanto la labor del Instructor como el 

propio Acta de Liquidación es correcto y conforme a derecho, aparece motivado y concluye la 

inexistencia de menoscabo alguno, siendo correcto que denuncie el Instructor en todo caso que 

tampoco la actora ha señalado o calculado la cuenta concreta”. 

QUINTO.- Con carácter previo al análisis de las pretensiones planteadas por los recurrentes, es 

preciso exponer la naturaleza jurídica del recurso del artículo 48.1 de la LFTCu, que una doctrina 

constante de esta Sala (por todos, v. Auto 4/2020, de 18 de febrero; Auto 4/2019, de 20 de marzo; 

Auto 1/2019, de 12 de febrero) ha calificado como un medio de impugnación especial y sumario 

por razón de la materia. 

 Se trata de un recurso destinado a impugnar resoluciones similares a las de tipo 

interlocutorio, dictadas en la fase preparatoria o facilitadora de los procesos jurisdiccionales 

contables, por medio del cual no se persigue un conocimiento concreto de los hechos objeto de 

debate en una segunda instancia jurisdiccional, sino que lo que la Ley pretende es ofrecer a los 

intervinientes en las actuaciones previas un mecanismo de revisión (a través de un recurso 

anómalo o per saltum) de cuantas resoluciones puedan minorar sus posibilidades de defensa. De 

ahí que los motivos de impugnación no pueden ser otros que los taxativamente establecidos en 
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el artículo 48.1 de la LFTCu, es decir que “no se accediera a completar las diligencias con los 

extremos que los comparecidos señalaren” o que “se causare indefensión”. 

 La indefensión que viabiliza este recurso excepcional y sumario es la que ha dejado 

establecida una abundante jurisprudencia del Tribunal Constitucional, que esta Sala de Justicia 

del Tribunal de Cuentas ha acogido sin ambages. Así, entre otras muchas, en la Sentencia del 

Tribunal Constitucional 48/1986, de 23 de abril, se manifiesta lo siguiente: “[…] una indefensión 

constitucionalmente relevante no tiene lugar siempre que se vulneren cualesquiera normas 

procesales, sino sólo cuando con esa vulneración se aparejan consecuencias prácticas 

consistentes en la privación del derecho de defensa y en un perjuicio real y efectivo de los intereses 

del afectado por ella […]” (F. 1). 

 No cabe, por consiguiente, a través de este medio de impugnación, plantear cuestiones, 

sean procesales o de fondo, que formen parte del debate procesal propio de una futura primera 

instancia, en la que se podrá alegar y practicar la prueba que resulte pertinente y desarrollar el 

proceso en toda su extensión, puesto que, de lo contrario, ello significaría, no sólo desbordar el 

ámbito objetivo del proceso especial, sino que se trastocaría el régimen jurídico de las 

competencias de los órganos e instancias, ya que se permitiría una eventual decisión por el 

órgano de segunda instancia sin haberse, incluso, tramitado procesalmente la primera, y se 

invadiría, con manifiesta ilegalidad, el ámbito de competencia funcional atribuido ex lege a los 

Consejeros de Cuentas como órganos, en todo caso, de la primera instancia contable, en los 

términos previstos en el artículo 25 de la LOTCu, y en los artículos 52.1.a) y 53.1 y preceptos 

concordantes de la LFTCu.  

SEXTO.- A la hora de analizar los motivos en los que se fundamenta el recurso de doña C.R.L. , 

que se han descrito resumidamente en el fundamento de derecho segundo de la presente 

resolución, y a efectos de conseguir una mayor claridad expositiva, pueden clasificarse en los 

siguientes grupos: motivos que se refieren al fondo del asunto; y motivos por los que la 

recurrente sostiene que se le ha causado indefensión durante la tramitación de las 

Actuaciones Previas n.º 92/2025.  

 En relación con los motivos que se refieren al fondo del asunto, se alega que el acta de 

liquidación niega la existencia y cuantificación de un daño económico, que la recurrente 

entiende “indiciaria y objetivamente acreditado” con la denuncia inicial y la documentación 
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obrante en las actuaciones. En desarrollo de este motivo, en el recurso se manifiesta que “el 

Ayuntamiento ha soportado durante años un gasto cierto y cuantificable por depuración, sin 

ingreso compensatorio equivalente, circunstancia que constituye por sí misma un menoscabo 

efectivo, evaluable económicamente e independiente de cualquier debate contractual. Para 

constatar que no se ha ingresado nada por depuración, no es necesario interpretar el contrato 

concesional, como erróneamente sugiere el Acta de Liquidación Provisional: basta con 

comprobar la inexistencia de ingresos en la Hacienda municipal frente a la existencia de pagos 

acreditados, extremo que resulta objetivo, contable y verificable” 

 Pues bien, mediante los precitadas alegaciones vertidas por la recurrente, realmente, se 

están planteando una cuestiones que afectan al fondo del asunto y que no pueden ser objeto 

del presente recurso especial y sumario por razón de la materia, que prevé el artículo 48.1 de 

la LFTCU: concretamente, se plantea la existencia, o no, de un presunto alcance causado en el 

patrimonio público del Ayuntamiento de Valmojado como consecuencia de una presunta 

vulneración de la normativa sobre ingresos públicos que resultaría de aplicación a los hechos 

investigados en las Actuaciones Previas n.º 92/2025. 

  Los anteriores motivos deben ser desestimados por cuanto la Sala de Justicia viene 

afirmando reiteradamente que, “al amparo de este excepcional recurso, no pueden plantearse 

cuestiones procesales o de fondo, que formen parte del debate procesal propio de una futura 

primera instancia” (por todos, v. Autos 11/2020, de 6 de julio, 4/2020, de 18 de febrero y 

14/2019, de 17 de diciembre). De manera más reciente, en idénticos términos, se ha pronunciado 

en el Auto n.º 8/2023, de 11 de mayo, de la siguiente manera:  

“[…] por vía de este recurso no puede entrar la Sala a conocer del tema referente a la 

calificación jurídico-contable del, o de los presuntos responsables, ni respecto del 

fondo del asunto sometido a enjuiciamiento contable, conforme ha quedado 

establecido como doctrina uniforme de esta Sala de Justicia (por todos, Auto n.º 3/2016, 

de 8 de marzo), debiéndose rechazar razonamientos que realmente expresen unas 

discrepancias jurídicas y fácticas de fondo, cuyo análisis no pueda realizarse al amparo 

de este excepcional trámite, sino que su enjuiciamiento deberá sustanciarse en el seno 

del procedimiento que, en su caso, pudiera seguirse ante el Órgano jurisdiccional 

contable que resulte competente para conocer de tales cuestiones, con total amplitud 
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de los medios probatorios y del examen del Derecho aplicable, en el ámbito del juicio 

que corresponda […]”.  

 En definitiva, se desestiman los motivos recogidos en el presente fundamento, al 

referirse a cuestiones de fondo que exceden del ámbito objetivo del recurso del artículo 48.1 

de la LFTCu. 

SÉPTIMO.- De acuerdo con lo indicado al inicio del anterior fundamento jurídico, restaría por 

analizar el otro grupo de motivos en los que se fundamenta el recurso de doña C.R.L. , por los 

que sostiene que se le ha causado indefensión material durante la tramitación de las 

Actuaciones Previas n.º 92/2025: 

(I) Por la denegación de petición de suspensión del acto de la liquidación 

provisional formulada por la recurrente. A su juicio, al no haber podido 

comparecer el día en que se practicó la liquidación provisional, el 

contenido del acta de liquidación habría quedado sustancialmente 

condicionado por las alegaciones del Ayuntamiento de Valmojado, sin 

contrastarlo con la abundante documentación obrante en el expediente, ni 

con la denuncia inicial y los escritos presentados por la Sra.R.L. . En 

conclusión, según el recurso, se habría generado a la actora pública “un 

menoscabo real del derecho de defensa, derivado de la imposibilidad de 

reaccionar en el mismo acto frente a afirmaciones que ahora aparecen 

incorporadas a un documento oficial del procedimiento”.  

(II) Por falta de motivación del Delegado Instructor para llegar a la conclusión 

de la inexistencia y cuantificación de un daño económico, en relación con 

los hechos investigados. En este sentido, la recurrente alega que “la 

negativa del Acta a apreciar daño económico no se apoya en una valoración 

completa y razonada del material existente, sino en una construcción 

defensiva que ignora datos numéricos ya aportados en la denuncia y 

documentación económica sobrevenida de especial relevancia. Ello 

desnaturaliza la función de las actuaciones previas, vulnera el deber de 

instrucción exhaustiva y genera una indefensión material, al cerrar 
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prematuramente el análisis del alcance económico sin haber agotado las 

fuentes objetivas de cuantificación disponibles”.  

(III) Por haberse desarrollado una instrucción insuficiente que, igualmente, 

genera indefensión material a la actora pública. En este sentido, en el 

recurso se aduce que “el Acta recurrida prescinde de diligencias 

objetivamente necesarias, como la incorporación y análisis de los 

expedientes administrativos completos relativos a la modificación y 

creación de ordenanzas fiscales, de los informes económico-financieros que 

cuantifican el coste real del servicio de depuración, y de la documentación 

contable acreditativa de los pagos realizados sin ingreso compensatorio 

equivalente”. Finalmente, la recurrente concluye que “la omisión de 

diligencias necesarias ha tenido un efecto material directo: la elaboración 

de un Acta de Liquidación Provisional que no recoge ni valora 

adecuadamente los hechos relevantes, la cuantía del presunto alcance ni 

las circunstancias económicas concurrentes, afectando de forma 

sustancial al derecho de defensa de esta parte”.  

 Todos los anteriores motivos deben ser desestimados, en atención a las consideraciones 

que se van a exponer a continuación. 

 Como punto de partida, debe recordarse que, a la hora de apreciar la posible concurrencia 

del motivo tasado de la “indefensión” que prevé el artículo 48.1 de la LFTCU, esta Sala de Justicia 

viene afirmando, en reiterada doctrina, lo siguiente (por todos, v. Auto núm. 33/2008, de 3 de 

diciembre; Auto núm. 10/2010, de 17 de mayo, Auto núm. 12/2019, de 13 de noviembre; Auto 

núm. 2/2020, de 18 de febrero): 

 “[…] la doctrina general del Tribunal Constitucional para apreciar la existencia de 

indefensión exige, en relación con la tutela judicial efectiva (ex. art. 24 de la Constitución), 

que se haya producido un perjuicio real y efectivo para la posición jurídica y los intereses 

del afectado. La doctrina de esta Sala de Justicia también ha declarado que la 

indefensión es una noción material que, para que tenga relevancia, ha de obedecer a las 

siguientes tres pautas interpretativas: de una parte, las situaciones de indefensión han de 

valorarse según las circunstancias de cada caso (Sentencia 8/2006, de 7 de abril); de otra, 
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la indefensión prohibida en el art. 24.1 de la Constitución debe llevar consigo el 

menoscabo del derecho a la defensa y el perjuicio real y efectivo para los intereses del 

afectado (Sentencias 20/2005 y 8/2006) y, finalmente, que el art. 24.1 de la Constitución 

no protege situaciones de simple indefensión formal, sino de indefensión material en 

que razonablemente se haya podido causar un perjuicio al recurrente (Sentencias 

3/2005, de 1 de abril, 6/2005, de 13 de abril y 11/2005, de 14 de julio) […] ”. 

 Por lo tanto, para establecer si se ha causado, o no, indefensión material a la recurrente en 

el presente caso, habrá que analizar si se ha visto privada de la posibilidad de ser oída o se le ha 

imposibilitado la defensa efectiva de sus derechos e intereses legítimos.  

 Pues bien, en relación con la primera alegación de la recurrente consistente en que, a su 

juicio, se le habría generado indefensión material por su incomparecencia al acto de la 

liquidación provisional, debe advertirse que, en el supuesto aquí enjuiciado, consta en autos que 

el Delegado Instructor de las Actuaciones Previas n.º 92/2025, conforme a lo previsto en el 

artículo 47 de la LFTCu, notificó en forma a la recurrente la citación de fecha 12 de enero de 

2026, con traslado de las actuaciones, a efectos de que pudiera realizar alegaciones y 

comparecer al acto de la Liquidación Provisional fijado para el día 29 de enero de 2026. En este 

sentido, consta igualmente acreditado que la representación procesal de la actora pública 

presentó escrito de alegaciones con fecha 26 de enero de 2026. En consecuencia, el hecho de 

la incomparecencia de la Sra.R.L. al acto de la liquidación provisional no fue motivada por una 

actuación imputable al Delegado Instructor -que la citó en forma con traslado de las 

actuaciones-, sino fruto de una decisión propia y voluntaria de la recurrente, por los motivos y 

consideraciones que ella estimó convenientes. Por lo anterior, la actora pública no puede 

fundamentar una supuesta indefensión material en el hecho de su incomparecencia al acto 

de la liquidación provisional. En relación con lo anterior, debe recordarse que la Sala de Justicia 

ha venido manifestando reiteradamente, con apoyo en la doctrina del Tribunal Constitucional, 

que sólo es constitucionalmente relevante la indefensión causada por la incorrecta actuación 

del órgano jurisdiccional -circunstancia esta que no ha ocurrido en el presente caso-, 

quedando excluida del ámbito protector del artículo 24 de la Constitución la indefensión debida 

a la propia conducta procesal de los intervinientes en un procedimiento, a la pasividad, 

desinterés, negligencia, error técnico o impericia de la parte o de los profesionales que la 
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representen o defiendan (v. gr., SSTC 87/2003, de 19 de mayo, FJ 5; y 5/2004, de 16 de enero, 

FJ 6 y 160/2009, de 29 junio, FJ 4).  

 Por otro lado, debe recordarse que, de acuerdo con la doctrina del Tribunal Constitucional, 

el derecho a la tutela judicial efectiva es un derecho de configuración legal, estando su 

ejercicio supeditado al cumplimiento de unos requisitos y trámites establecidos en las normas 

procesales que resultan de aplicación a cada orden jurisdiccional. No se trata de un “derecho 

de libertad”, directamente ejercitable a partir de la Constitución, sino que es un derecho de 

prestación que sólo puede ejercerse por los cauces que el legislador establece (por todas, v. 

STC n.º 99/1985, de 30 de septiembre).  

 De acuerdo con la premisa anterior, en relación con la alegación de la recurrente 

consistente en que, a su juicio, se le habría generado indefensión material derivada de una 

supuesta falta de motivación del acta de liquidación provisional, debe recordarse, en primer 

lugar, cuál es la naturaleza jurídica de la fase de actuaciones previas, que ya ha sido delimitada 

conforme a consolidada doctrina de esta Sala de Justicia dictada en interpretación de lo 

establecido en el vigente artículo 47 de la LFTCu, y pronunciándose de la siguiente manera: 

“[…] las Actuaciones Previas no constituyen un procedimiento contradictorio, ni están 

encaminadas a obtener resoluciones declarativas de responsabilidad contable, ni, en 

último término, tienen por objeto decidir sobre los hechos, o sobre su calificación jurídica, 

que en dichas actuaciones se examinan, quedando excluidas cualquier tipo de actividad 

probatoria o de contradicción, que deben quedar reservadas al proceso jurisdiccional 

de primera instancia. Es en el trámite de liquidación provisional donde se prevé la citación 

de los intervinientes en las actuaciones previas para que asistan al acto de levantamiento 

del Acta del presunto alcance, y en ese momento, es dónde se ponen a disposición de 

aquellos el conjunto de diligencias practicadas y la conclusión que el Delegado ha 

formado sobre el supuesto alcance y la supuesta responsabilidad, para que aporten las 

alegaciones y documentación que tengan por conveniente, pero, la defensa plena de sus 

derechos se despliega en el ámbito del proceso jurisdiccional que, necesariamente, sucede 

a las actuaciones previas. Es, pues, dentro del proceso ante el órgano jurisdiccional 

independiente, competente y establecido por la Ley, donde se van a desarrollar, con 

plenas garantías, las alegaciones y pruebas de las partes, y donde se va a dictar la 

https://www.iberley.es/jurisprudencia/sentencia-constitucional-n-99-1985-tc-sala-segunda-rec-recurso-amparo-14-1985-30-09-1985-12204411
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resolución fundada que otorgue la efectiva tutela en el orden contable […]” (por todos, v. 

auto 11/2020, de 6 de julio; auto 7/2011, de 9 de mayo). 

 Por lo tanto, partiendo de esta naturaleza jurídica de las Actuaciones Previas, que se 

configuran como una fase del procedimiento de reintegro por alcance sin contradicción entre 

partes y sin actividad probatoria, así como de la índole meramente provisional y no vinculante de 

las conclusiones contenidas en el Acta de Liquidación Provisional, a los efectos de la incoación y 

de las resoluciones que pudieran adoptarse una eventual fase jurisdiccional posterior, debe 

concluirse que los pronunciamientos del delegado instructor contenidos en el acta de 

liquidación impugnada se hallan suficientemente fundamentados, dando una contestación 

exhaustiva y pormenorizada a todas las alegaciones escritas de la recurrente (v. páginas 12 y 

ss. del acta de liquidación provisional), que se presentaron por su representación procesal con 

fecha 26 de enero de 2026, sin que, en consecuencia, pueda afirmarse que se ha vulnerado el 

derecho de defensa de la actora pública.  

 En definitiva, respecto de esta alegación de la recurrente relativa a la supuesta falta de 

motivación del acta de liquidación provisional, lo que realmente subyace es su disconformidad 

con las conclusiones alcanzadas por el delegado instructor. Sin embargo, una vez analizado el 

contenido del Acta de Liquidación Provisional, de fecha 29 de enero de 2026, debe concluirse 

que cumple sobradamente con los requisitos de motivación que viene estableciendo 

reiteradamente la doctrina de esta Sala de Justicia (v. Autos 7/2018, de 28 de febrero; 3/2017, 

de 24 de abril; 9/2016, de 19 de abril; 3/1997, de 11 de febrero), con apoyo en la jurisprudencia 

constitucional y en la del Tribunal Supremo, conforme a la cual “la motivación de las actas de 

liquidación provisional no requiere la consideración minuciosa de todos y cada uno de los 

argumentos jurídicos esgrimidos por las partes (STC 70/91, de 8 de abril y STS de 22 de mayo de 

1996), ni exige una respuesta pormenorizada a todas las alegaciones de las partes, bastando 

que el órgano decisor exprese las razones jurídicas en que se apoya para adoptar su decisión 

(STC 144/91, de 1 de julio)”. 

 Finalmente, en relación con la última alegación de la recurrente consistente en que, a su 

juicio, se le habría generado indefensión material derivada de una supuesta insuficiencia de 

la Instrucción llevada a cabo en las Actuaciones Previas n.º 92/2025, debe ser igualmente 

desestimada. 
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 De acuerdo con la referida naturaleza no contradictoria de las Actuaciones Previas a la que 

se ha hecho referencia anteriormente, debe recordarse cuál es el concreto objeto de esta fase 

del procedimiento y los elementos de juicio a los que debe atender el Delegado Instructor para 

practicar la Liquidación Provisional. En este sentido, el Delegado Instructor, partiendo de los 

hechos recogidos en el Auto de propuesta de nombramiento dictado por el correspondiente 

Departamento de primera instancia, practicará todas las diligencias de investigación del 

artículo 47 de la LFTCu que estime necesarias para poder realizar un análisis suficiente, previo 

y provisional de los hechos denunciados y de su imputación. Posteriormente, en el momento 

de la citación para la Liquidación Provisional el Delegado Instructor deberá dar audiencia a todos 

los citados a dicho acto, con traslado de la totalidad de la documentación que integra las 

actuaciones, y sin que haya lugar a conferirles dicho trámite de audiencia en un momento 

anterior; con posterioridad a la referida citación, y ya en el propio acto de la liquidación 

provisional, el Delegado Instructor deberá dar audiencia a todos los que hayan comparecido a 

dicho acto.  

 Pues bien, por lo que concretamente se refiere a la práctica de diligencias de investigación 

por parte del Delegado Instructor, que según la recurrente han sido incompletas en el presente 

caso generándole así una supuesta indefensión material, la Sala de Justicia del Tribunal de 

Cuentas ha venido señalando reiteradamente (por todos, v. Auto 7/2018, de 28 de febrero de 

2018; o Auto 13/2021, de 21 de abril de 2021) lo siguiente: 

“[…] la doctrina de esta Sala de Justicia, expresada en numerosísimas ocasiones (entre 

otras, en los Autos 9/2016, de 19 de abril; 32/2015, de 11 de noviembre; 22/2014, de 3 

de diciembre; 18/2014, de 28 de octubre; 28/2011, de 18 de diciembre; 22/2011, de 27 

de septiembre; 13/2011, de 20 de julio; 36/2008, de 14 de diciembre; 8/2008, de 31 de 

marzo; 6/2008, de 4 de marzo; 5/2008, de 4 de marzo; 51/2007, de 21 de octubre y 

49/2007, de 16 de octubre), es que los Delegados Instructores no tienen por qué realizar 

todas las diligencias que los intervinientes en las Actuaciones Previas les propongan si 

consideran que, con las ya realizadas, disponen de un análisis suficiente, aunque sea 

provisional, de los hechos denunciados y de su imputación, y que las diligencias que debe 

practicar el órgano instructor no pueden llegar a una exhaustividad o profundidad que las 

convierta en una anticipación de la fase probatoria que la Ley prevé para la primera 

instancia procesal. 
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[…] El delegado instructor deberá realizar cuantas diligencias sean, a su juicio, 

necesarias para determinar, siempre con carácter previo y provisional, los hechos de que 

se trate y si estima que de los mismos se desprenden indicios racionales de 

responsabilidad contable por alcance, proceder a la cuantificación y a la fijación de los 

presuntos responsables bastando que a juicio del Instructor los hechos investigados se 

muestren en un grado razonable para tener cumplida su misión (Autos 21/2015, de 23 

de julio; 9/2015, de 13 de abril; 5/2015, de 3 de marzo; 7/2010, de 9 de marzo y 34/2008, 

de 2 de diciembre, entre otras) […]”. 

 Pues bien, en el supuesto aquí enjuiciado resulta que el Delegado Instructor ha realizado 

todas las diligencias que, a su juicio, han resultado necesarias para determinar, con carácter 

previo y provisional, que los hechos investigados en las Actuaciones Previas n.º 92/2025 no 

reúnen los requisitos establecidos en los artículos 49, 59.1 y 72 de la LFTCu para generar un 

presunto alcance; asimismo, y con invocación expresa de la doctrina de la Sala de Justicia recién 

mencionada ut supra, ha respondido motivadamente (v. páginas 12 y ss. del acta de liquidación 

provisional) a la hora de denegar la incorporación de documentos y la práctica de “diligencias” 

que se pedían en el escrito de alegaciones de doña C.R.L. , que presentó su representación 

procesal con fecha 26 de enero de 2026, y que se vuelven a reiterar en el presente recurso. 

 Sin perjuicio de la desestimación de todos estos motivos planteados por la recurrente, al no 

habérsele generado la indefensión material que invoca, resulta importante recordar -como 

también se concluye en la parte final del escrito de impugnación del Ministerio Fiscal-, en relación 

con todos aquellos pronunciamientos del Delegado Instructor con los que la actora pública 

discrepa, que los mismos no tienen un carácter vinculante sino que son “previos y provisionales”, 

de tal manera que, posteriormente, si doña C.R.L. lo estima conveniente, podrá formular 

demanda en reclamación de responsabilidad contable, iniciando así la fase propiamente 

jurisdiccional del procedimiento de reintegro por alcance, en la que, con plenitud de 

contradicción entre las partes, podrá proponer igualmente todos los medios de prueba que tenga 

por conveniente; entre ellos, si así lo siguiera estimando oportuno, que se incorporasen al 

procedimiento los documentos n.º 1 a 4 que acompaña a su escrito de recurso, así como los 

expedientes administrativos (“n.º 550/2025 y n.º 551/2025”) a los que hace referencia en el apdo. 

cuarto del suplico. 
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 En definitiva, por todos los razonamientos expuestos, se desestiman los motivos de la 

recurrente analizados en el presente fundamento por cuanto no se le ha generado indefensión 

alguna durante la tramitación de las Actuaciones Previas n.º 92/2025. 

OCTAVO.- Finalmente, en cuanto a las costas, en este caso concreto no se aprecian 

circunstancias que aconsejen su imposición, teniendo en cuenta la naturaleza especial y sumaria 

que caracteriza a este recurso innominado contra las actuaciones previas a la vía jurisdiccional. 

 En atención a lo expuesto y vistos los preceptos citados y los demás de general aplicación 

III.- PARTE DISPOSITIVA 

LA SALA ACUERDA: DESESTIMAR el recurso interpuesto al amparo del artículo 48.1 de la Ley 7/88, 

de 5 de abril de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, contra el Acta de Liquidación Provisional 

de fecha 29 de enero de 2026, dictada en las Actuaciones Previas n.º 92/2025, que ha presentado 

el Letrado don Víctor Gallardo Palomo, en nombre y representación de la actora pública, doña 

C.R.L. Sin costas. 

 Notifíquese a las partes, con la advertencia de que contra esta resolución no cabe recurso 

alguno, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 48.2 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de 

Funcionamiento del Tribunal de Cuentas. 

 

 Así lo disponemos y firmamos. Doy fe. 

 

 La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 

sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que 

los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las 

personas que requieran un especial deber de tutela o la garantía del anonimato de las víctimas o 

perjudicados, cuando proceda.  

 Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 

fines contrarios a las leyes. 




